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PROYECTO DE LEY
El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza; 
Ley:
ARTÍCULO 1°: Refórmese el Decreto Ley Nº 9.650/1980 “INSTITUYENDO EL REGIMEN DE PRESTACIONES PREVISIONALES DE LA PROVINCIA”. MODIF.8587. DEROGA LEYES 8886, 8978, 9259, 9340, 9494 -Texto Ordenado por Decreto 600/1994 y posteriores modificatorias-” e incorpórese el Capitulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA -” al Título II “PRESTACIONES”, conforme a las disposiciones que se establecen a continuación:
ARTÍCULO 2°: Modificase el artículo 22º del Decreto Ley Nº 9.650/1980, correspondiente al Título II “PRESTACIONES”, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
“Artículo 22º.- Las prestaciones que por esta Ley se conceden son:
I. Jubilación ordinaria.

II. Jubilación por invalidez.

III. Jubilación por edad avanzada.

IV. Pensión.
V. Prestación previsional anticipada.”
ARTÍCULO 3°: Incorpórese el artículo 39º bis al Capítulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA”, Titulo II “PRESTACIONES” del Decreto Ley Nº 9.650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
V- PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA 
Artículo 39° Bis.-Créase la prestación previsional anticipada, la que se regirá por las disposiciones y los plazos establecidos en el presente capítulo, y sus disposiciones reglamentarias.
[image: image3.png]



[image: image4.png]Jénam//e Ciimara de @ym/(m/ad

< . 7 T
cheutncia de Rl uenos @,’?‘/{zed




ARTÍCULO 4°: Incorpórese el artículo 39º ter al Capítulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA -”, Titulo II “PRESTACIONES” del Decreto Ley Nº 9.650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
Artículo 39° Ter.- Tendrán derecho a la prestación previsional anticipada, las personas que cumplan los siguientes requisitos:

a) Edad: Que hubieren cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad, cualquiera fuera su sexo. 

b) Servicios: Acreditar treinta (30) años de servicios con aportes computables en uno o más regímenes jubilatorios comprendidos en el régimen de reciprocidad.

A los efectos del cómputo de los años de servicios con aportes requeridos para el derecho a la prestación previsional anticipada no podrán reconocerse años de servicios mediante declaración jurada.
c) Situación de desempleo: Acreditar encontrarse en situación de desempleo.
La Autoridad de Aplicación de la presente, procederá a determinar el procedimiento y plazos a los que deberá ajustarse la petición de prestación previsional anticipada, y las condiciones y putas objetivas de configuración de la situación de desempleo a que alude el inciso c) del presente.
ARTÍCULO 4°: Incorpórese el artículo 39º Quáter al Capítulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA”, Titulo II “PRESTACIONES” del Decreto Ley Nº 9.650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
Artículo 39° Quáter.- El monto del haber que percibirán los beneficiarios de la prestación previsional anticipada es el equivalente al cincuenta por ciento (50%) del correspondiente al beneficio de jubilación al que tendrá derecho al cumplir la edad requerida de conformidad con las disposiciones de la presente ley.
En ningún caso el haber de la prestación previsional anticipada podrá resultar inferior al haber mínimo del Régimen Previsional de Reparto instituido en virtud de la presente.
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En la fecha en que los beneficiarios de la prestación previsional anticipada cumplan el requisito de edad exigido por el artículo 24º de la presente ley, pasarán a percibir automáticamente el haber que corresponda, de conformidad con las prestaciones a las que cada cual tenga derecho.
ARTÍCULO 5°: Incorpórese el artículo 39º quinquies al Capítulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA”, Titulo II “PRESTACIONES” del Decreto Ley Nº 9.650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
Artículo 39° quinquies.- El beneficio de prestación previsional anticipada tiene carácter excepcional y su duración es de dos (2) años contados a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente, por lo que:
a) no corresponde su otorgamiento en cualquier supuesto en que el afiliado tenga derecho a un beneficio de tipo ordinario de los instituidos en el presente Titulo II de la presente Ley;

b) no genera beneficio de pensión en caso de fallecimiento de su beneficiario, sin perjuicio del derecho de sus causahabientes al beneficio de pensión instituido en la presente Ley;

c) de encontrarse otorgada, se extinguirá en el supuesto en que su beneficiario se incapacite y tenga derecho al Retiro por Invalidez instituido en la presente Ley.
Habilítese al Poder Ejecutivo a prorrogar el plazo de dos (2) años a que alude el presente articulado, por igual término en caso de mantenerse alguna de las circunstancias que justificaron su creación.
ARTÍCULO 6°: Incorpórese el artículo 39º sexies al Capítulo V “PRESTACION PREVISIONAL ANTICIPADA”, Titulo II “PRESTACIONES” del Decreto Ley Nº 9.650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
Artículo 39° sexies.- El goce de la prestación prevista en el presente capítulo es incompatible con la realización de actividades en relación de dependencia o por cuenta propia, y con la percepción de cualquier tipo de planes sociales, pensiones graciables o no contributivas, jubilación, pensión o retiro civil o militar, ya sean nacionales, provinciales o municipales, sin perjuicio del derecho a opción del beneficiario por el que resulte más favorable.
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Determínese, que en caso que el afiliado opte por el presente beneficio de prestación previsional anticipada, una vez otorgada se dará automáticamente de baja la otra prestación que estuviere percibiendo.
ARTICULO 7º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el término de noventa (90) días a partir de su promulgación.

ARTICULO 8º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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FUNDAMENTOS:
Señor Presidente:
Sometemos a consideración de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos aires, el presente proyecto de ley en virtud del cual propiciamos la incorporación del instituto previsional denominado “JUBILACIÓN ANTICIPADA” al Régimen de Prestaciones Previsionales de la Provincia de Buenos Aires instituido merced al Decreto-Ley Nº 9.650/1980, con sustento en los fundamentos que se exponen en las siguientes líneas.

In límine, previo a adentrarnos en el análisis de los pormenores técnicos legislativos que presenta la iniciativa en cuestión, corresponde explayarnos en torno a los motivos determinantes de la presente reforma previsional, pues de ellos  surge notorio la imperiosa necesidad de avanzar con la regulación jurídica del instituto de ”Jubilación Anticipada”, necesidad que en la práctica se materializa en un doble sentido.

El primero de ellos, desde una perspectiva técnica y de forma, nos vincula con la necesidad de adaptación y compatibilización de la legislación previsional provincial para con el ordenamiento jurídico vigente en el ámbito nacional, de modo de cumplimentar con la manda constitucional prescripta en el artículo 31º de nuestra Carta Magna, en los siguientes términos: “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso … son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella”
En tal sentido, es dable referenciar como antecedente normativo en el ámbito nacional, a la Ley 25.994 a partir de la cual se instituyo un régimen de jubilación flexible que permite acceder a la jubilación en forma anticipada o retrasada, destinada solo a paliar las carencias de empleo de las personas mayores, producto de las crisis recurrentes del capitalismo; pretendiendo entonces, en virtud de la presente iniciativa legislativa, avanzar en su tratamiento y regulación jurídica en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a todos sus efectos, concretando así, la referenciada manda constitucional de compatibilización y conformación en materia previsional, de la legislación provincial respecto de la citada normativa nacional y demás normativa constitucional que más adelante pronunciaremos en los presentes considerandos.  
Exteriorizada la necesidad de adaptación constitucional de nuestra legislación provincial en materia previsional, corresponde seguido pronunciarnos en relación al sentido material que sustenta la presente reforma y que sin duda nos vincula con la cuestión de fondo del instituto de jubilación anticipada que se pretende crear, de modo de avanzar con el vacío legal planteado.      
Así pues, sin perjuicio del carácter excepcional, por tiempo limitado, del que presenta el régimen de jubilación anticipada instituido por Ley 25.994 estableció un régimen de jubilación anticipada de carácter excepcional, por un tiempo limitado, la presente ley en el ámbito provincial, pretende superar tal calificativo, erigiéndose ya no en una medida excepcional, o de emergencia, destinada solo a paliar las carencias de empleo de las personas mayores, sino concebirlo como una más de las prestaciones que debe contener una ley previsional, y que junto con la jubilación ordinaria, la Jubilación por invalidez y la Jubilación por edad avanzada, deben garantizar un sistema de seguridad social que revista el carácter de integral e irrenunciable.
Por tanto, cierto es que el objetivo inmediato es dar respuesta a las urgencias de quienes, con una elevada edad, no consiguen empleo, pero, también, se persigue posibilitar el acceso a la jubilación a todos aquellos trabajadores que quieran gozar, en forma anticipada, de ese derecho.
Se pretende entonces mediante la norma, dar respuesta a quienes, habiendo completado los años de servicios con aportes exigidos por el Decreto Ley Nº 9.650/1980 “REGIMEN DE PRESTACIONES PREVISIONALES DE LA PROVINCIA”, tienen dificultades para conseguir un trabajo decente, pero, también, reconocer la jubilación anticipada como un derecho en tutela a todos los trabajadores, que habiendo cumplido sus obligaciones previsionales consideren finalizada su vida laboral activa y deseen gozar de más tiempo libre para su desarrollo personal.

En suma, el objetivo es lograr paulatinamente que el bienestar de la población sea independiente de las estructuras familiares y de las condiciones predominantes en el mercado, entendiendo ineludible para la consecución de tales fines, concebir al beneficio de la jubilación anticipada no ya como excepción sino como un derecho fundamental, que reúna las características de subsidiario, universal, integro, inmediato, igualitario e irrenunciable.
Al respecto, nuestra Constitución Nacional en su artículo 14 Bis instituye el principio constitucional imperativo de la Seguridad Social, en los siguientes términos "…el Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable", consagrando seguido el carácter de integridad aludido, el cual se constituye en unos de los principales argumentos de sustento de la pretendida regulación del instituto previsional de jubilación anticipada.

Entonces, conforme al mentado principio de Integralidad, la seguridad social pretende neutralizar los efectos nocivos que producen las contingencias sociales. Por tanto, la finalidad es brindar cobertura a todas las contingencias que pueden acaecer durante el transcurso de la vida de una persona, como lo son aquellas que afectan su patrimonio, cuando se encuentran por ejemplo con la imposibilidad de ejercer el derecho constitucional a trabajar.
Por su parte en el ámbito internacional, la seguridad social ha sido reconocida por los tratados internacionales de derechos humanos como un derecho humano fundamental, que los Estados Partes se han comprometido a desarrollar progresivamente.
Nuestro país ha incorporado, con jerarquía constitucional, un número importante de tratados internacionales de derechos humanos, dentro de los cuales podemos hacer mención, a mero título ejemplificativo, a las cláusulas de los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos que reconocen que toda persona tiene derecho a la seguridad social, a la satisfacción de los derechos, económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad y "a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad". En el mismo sentido se pronuncia el art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Está dentro de los fines de nuestro Estado, conforme la Constitución Nacional, "promover el bienestar general", asegurar los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable (14 bis), proveer al progreso económico con justicia social (art. 75 inc. 19) y legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos, en particular "a los ancianos" (75 inc. 23).

Nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su actual integración ha revalorizado el precedente "Bercaitz" (Fallos 289:430,1974) en donde, con la orientación de Sampay, el Alto Tribunal de Justicia había destacado que "el objetivo preeminente" de la Constitución, según expresa su preámbulo, es lograr el "bienestar general" (Fallos: 278:313), lo cual significa decir la justicia en su más alta expresión, esto es, la justicia social, cuyo contenido actual consiste en ordenar la actividad intersubjetiva de los miembros de la comunidad y los recursos con que ésta cuenta con vistas a lograr que todos y cada uno de sus miembros participen de los bienes materiales y espirituales de la civilización. Por tanto, tiene categoría constitucional el siguiente principio de hermenéutica jurídica: in dubio pro justitia socialis. Las leyes, pues, deben ser interpretadas a favor de quienes al serles aplicadas con este sentido consiguen o tienden a alcanzar el "bienestar", esto es, las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse conforme a su excelsa dignidad".

La OIT, a través de sucesivos documentos, viene planteando a los Estados la necesidad de impulsar políticas de promoción del empleo entre las personas mayores, tales como capacitación para los trabajadores en la etapa final de sus carreras, formación para desempleados mayores, incentivos para promover empleos a edades avanzadas. Sin embargo reconoce la OIT que prolongar la vida laboral no es conveniente en todos los casos y en esos casos corresponde la jubilación anticipada.

Superadas las cuestiones dogmaticas hasta aquí esbozadas en torno a la naturaleza jurídica del instituto de jubilación anticipada, como así también las cuestiones vinculadas a su oportunidad y conveniencia, corresponde avocarnos a un análisis pormenorizado de las distintas disposiciones que se desprenden del articulado de la presente iniciativa.
En concreto el proyecto de ley propuesto, incorpora y autoriza en el vigente artículo 22º del Decreto-Ley Nº 9.650/1980, correspondiente al Título II “de las Prestaciones”, la prestación previsional anticipada, no ya como excepción sino como un derecho fundamental -junto a la Jubilación ordinaria, a la Jubilación por invalidez, a la Jubilación por edad avanzada y a la Pensión-, a las personas de ambos sexos que, a partir de los 55 años de edad, sin empleo, acrediten, como mínimo, 30 años de aportes al sistema previsional provincial instituido en virtud del Decreto Ley Nº 9.650/1980, hasta que lleguen a su edad jubilatoria ordinaria.
Por tanto, la cuantía de la jubilación será menor que la ordinaria, en su inicio, y se irá incrementando anualmente hasta llegar al máximo que le corresponde.

El monto del haber mensual que le corresponde a las personas –sin distinción del sexo- a los 55 años de edad, será equivalente al 50% de la prestación que le correspondería liquidar al organismo previsional en caso de que la persona tuviera la edad jubilatoria. Consecuentemente,  en la fecha en que los beneficiarios de la prestación previsional anticipada cumplan el requisito de edad exigido por el artículo 24º de la presente ley, pasarán a percibir automáticamente el 100% del haber que corresponda, de conformidad con las prestaciones a las que cada cual tenga derecho.
Por cierto, en ningún caso la jubilación anticipada será inferior a la del haber previsional mínimo y su monto se actualiza según la ley de movilidad.
Se prevé, además, la incompatibilidad entre la percepción de la jubilación anticipada y la percepción de una pensión graciable o no contributiva, jubilación, planes sociales de cualquier tipo, retiro civil, o militar, nacionales, provinciales o municipales, con la realización de actividades en relación de dependencia o por cuenta propia, con el cobro del seguro de desempleo.
Por último, consideramos atinado y oportuno advertir que el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires (IPS), Autoridad de aplicación de la presente y responsable del pago de las prestaciones previsionales, se presenta como un sistema superavitario y por tanto, la viabilidad de la nueva jubilación anticipada se encuentra asegurada.

Por todo lo expuesto consideramos impostergable la aprobación del presente proyecto a los fines de reconocer a un sector de la población trabajadora que se encuentra en situación de desamparo y de riesgo el derecho a la jubilación anticipada, por lo cual pedimos a nuestros pares que nos acompañen en la sanción del presente proyecto de ley.
